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dental respecto de aquéllas y que se limita a establecer
un enunciado vacío de contenido normativo concreto.

6. Se discute también la adecuación a la Constitu­
ción de los arts. 3 y 4 de la Ley, que constituye el otro grupo
de preceptos impugnados. En el primero de estos artículos
se dice que el planeamiento urbanístico deberá tener en
cuenta aspectos comerciales como son la interrelación
entre el «hábitat» y el equipamiento comercial y los niveles
de compra de los consumidores; la accesibilidad. proximi­
dad y comodidad para los usuarios de la localización de
los establecimientos comerciales y la utilización de crite­
rios de concentración en dichas localizaciones que faci­
liten una amplia oferta. De forma complementaria de estas
directrices que el legislador impone al planificador, el arto 4
dispone que se prevean en el planeamiento general las '
reservas de suelo necesarias para fines comerciales y, en
especial. para «grandes centros comerciales de interés
social)).

Se trata de unas normas que. desde la perspectiva de
las reglas atributivas de competencia, caen en el seno de
la competencia autonómica sobre ordenación del territo­
rio y urbanismo (art. 9.1.9 del Estatuto de Autonomía de
Cataluña) y de cuya razonabilidad. como juicio de cons­
titucionalidad y desde la perspectiva de sus contel)idos
sustantivos. no cabe dudar. En realidad. los recurrentes
no' discuten la competencia autonómica para efectuar
esta regulación legal. simplemente afirman que estos «pa­
rámetros)) son ajenos a la competencia sobre urbanismo
y que «en cuanto estas normas supongan la imposición
de límites al establecimiento de centros comerciales.
deben retenerse como inconstitucionales)). Sin embargo.
nada impide que el concepto de urbanismo. en cuanto
objeto material de la competencia autonómica. se aden­
tre en 'aspectos comerciales -el llamado «urbanismo
comerciah~.pueses obvia la influencia de los grandes
establecimientos comerciales en distintos aspectos de
relevancia' urbanística. como son la utilización de los
transportes públicos. el uso de las vías urbanas y de las
comunicaciones en una zona muy superior a la del muni­
cipioenque se instalan. los problemas en la calificación
,del sUelo. eté... Y. respecto délsupuesto desbordamiento
de los límites constitucionales al ejercicio de las compe­
tencias autonómicas derivados de cláusulas generales.
hay que estar a lo que ya se ha expuesto en fundamentos

, jurídicos anteriores. '

" 7.' :'Como. conclusión: ,los' preceptos impugnados.
suponen un lícito ejercicio de la potestad legislativa inhe­
rente a las competencias autonómicas sobre comercio
interior y ordenación del territorio y urbanismo
(arts. 12.1.5 y 9.1.9 del Estatuto). y no traspasan los lími­
tes de las mismas impUestos por las cláusulas constitu­
cionales reseñadas. ni puede estimárse que viole la liber-
tad deempresa.' , ,

- J .•• r

'FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal tonstitu-

!
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN

i DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. '
.,: . '. , . -

; - - - Ha decidido' '

": '; Desestimar 'el presénte-.recurso d~ inconstitucionali-
,da~L :",¡ 'j,.' ,. "

:~,':<PiJbtrqueseestá::SentenCia 'en ;éi <¡Í3t>,I~tíri Oficial del
Estado));';.'f.'>,\'/};,::''''-::''':_.,:-''\':,' ,.;:, ,'- '

-'~~~:¡;Had~>~rt~M'~(i~id; :a";~~~~~de j~l,io'de, ~il'~o~~cientos
nºventa~ytfes.: Firmadph::Mi9tlel. Rodríguez-Piñero y Bra­
yoF:~rrer;:LuisLópez_Gli~rfa;F;ernandoGarcía-Mon y Gorr
-]~á.Je~JR~gu!=lr<¿lJúJ~ar:l~sc!~~IªN~g~l3en.ayas.Eugenio :Día~

Eimil, Alvaro Rodríguez Bereijo. Vicente Gimeno Sendra,
José Gabaldón López, Rafael de Mendizábal Allende. Julio
González Campos. Pedro Cruz Villa Ión. Caries Viver Pi-Sun­
yer.-Rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don José Gabal­
dón López a la Sentencia dictada en el recurso de incons-

titucionalidad núm. 884/87
Mi criterio en relación con el parecer del Tribunal que

funda esta Sentencia es el mismo, en lo aquí aplicable. que
el que he manifestado en relación con el recurso de incons­
titucionalidad núm. 418/87 y acumulados.

Madrid. nueve de julio de mil novecientos noventa y
tres.-Firmado.-José Gabaldón López.-Rubricado.

Pleno, Sentencia 228/1993. de 9 de julio de
1993. Recurso de inconstitucionalidad
1.862/1988. Promovido por el Gobierno de la
Nación contra determinados preceptos de la
Ley del Parlamento de Galicia 10/1988, de 20
de julio. de Ordenación del Comercio Interior
de Galicia. Votos particulares. '

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. Vicepresidente; don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega Bena­
vas. don Eugenio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo.
don Vicente Gimeno Sendra. don José Gabaldón López.
don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio González
Campos. don Pedro Cruz VillaIón y don Caries Viver Pi-Sun­
ver. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

Eo el recurso de inconstitucionalidad 1.862/88. inter­
puesto por el Presidente del Gobierno contra determina­
dos preceptos de la Ley del Parlamento de Gali­
cia '1 0/1988. de 20 de julio, de Ordenación del Comercio
Interior de Galicia. Han comparecido las representaciones
del Parlamento y de la Junta de Galicia. Ha sido Ponente
el Presidente del Tribunal, don Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer del Tribunal. .

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día
19 de noviembre de 1988. el Abogado del Estado. en la
representación que le es propia. presentó recurso de
inconstitucionalidad contra los arts. 11. 12.' 15.4.16.4.
21.2 c) y 44.3 de la Ley del Parlamento de Gali­
cia 10/1988. de 20 de julio. de ordenación del Comercio
Interior de Galicia. por contravenir tales preceptos lo dis­
puesto en los apartados 1.° y 13 del arto 149,1 de la Cons­
titución. 'en relación con el arto 5 del, Real Decre­
to-Iey 2/1985. de 30 de abril. y con el arto 30.1.4 del Esta­
tuto de Autonomía de Galicia.

El contenido d~lademandaes. ~n síntesis; el sIguiente:
; ,a) ", La Ley impugnada se apoyaexpresamehteen lá
competencia qué al efecto confiere ala Comunidad Autó­
noma de GaliCia"elarto 30.1.4 de·su Estatuto,(EAG•• en
adelante). Este precepto estatutario atribuye a .la ,COl1lu-:"
nid~d: Autónoma. ,competencia exclusiva'ert. materia de
comerciointerior.sin perjuicio de la política generalde pre:­
ciosydelaJegisl,ación,sobre defensa de la competencia;
de acuerdo con las bases y la ordenación de laac~ívidad
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e) Se fundamenta. por último. la impugnación de los
arts. 11.4 y 16.4 y 21.2 c) de la Ley 10/1988, preceptos
que regulan, respectivamente. los períodos de rebajas. de
saldos y de promoción y que invaden la competencia esta­
tal en materia de defensa de la competencia. a la luz de
la doctrina de la STC 88/1986. Tras reproducir pasajes
de esta resolución. observa el Abogado del Estado que los
preceptos impugnados tienen una prevalente finalidad de
defensa de la competencia. deparando. por ello. invasión
de la competencia del Estado (art. 30.1.4 EAG.).

Se concluye con la súplica de que se dictara Sentencia
por la que se deélararáJa inconstitucionalidad de los
arts. 11. 12. 15.4. 16.4. 21.2 c) y 44.3 de la Ley impug­
nada. Se hizo expresa im'ocación de lo dispuesto en el
art. 161.2 -de la Constitución en orden a la suspensión de
los preceptos objeto del recurso.

2. Por providencia de 30 de noviembre de 1988. la
Sección Tercera admitió a trámite el recurso de inconsti­
tucionalidad y acordó dar traslado de la demanda y docu­
mentos presentados al Congreso de los Diputados y al
Senado. por conducto de sus Presidentes. así como al Par-

o lamento y a la Junta de Galicia. al objeto de que en el plazo
de quince días pudieran personarse en el procedimiento
y formular alegaciones. Se acordó. asimismo. comunicar
a los Presidentes del Parlamento y de la Junta de Galicia
la suspensión de la vigencia y aplicación de los preceptos
impugnados desde la fecha de su impugnación y publicar
la formalización del recurso y la suspensión acordada en
elc(Boletín Oficial del Estado)) y en el ccDiario Oficial de
Galicia)). .

3. PoresGritó que tuvo entrada en el Registro del Tri­
bunal el día 15 de diciembre de 1988. el Presidente del
Congreso de los Diputados comunicó el Acuerdo de la
Mesa de la Cámara según el cual. aun,cuando el Congreso
no se personaría en el procedimiento ni formularía alega­
ciones. ponía a disposición del Tribunal las actuaciones
que pudiera precisar. remitiendo a la Dirección de Estudios
y Documentación.

. 4. o Mediante escrito que tuvo entrada en el Registró
del Tribunal el día 26 de diciembre de 1988. el Presidente
del Senado rogó se tuviera por personada a dicha Cámara
en el procedimiento y por ofrecida su colaboración a los
efectos del arto 88. 1 de la LOTG.

5. Mediante escrito que tuvo entrada en este TriQu­
nal el día 29 de diciembre de 1988. presentó sus alega­
ciones la representación de la Junta de Galicia. en los.tér­
minos que a continuación se sintetizan:

al, El comercio interior es título competencial auto­
nómico. segun los arts. 30.1.4. 27.16 Y 27.28 del EA:G;.
así como los Reales Decretos de transferencias y de tras"
pasos 1.634/1980 y 2.276/1982 y el Dictamen del Con- o

sejo de Estado núm. 45/485. de 28 de julio de 1983. Se
infiere de ello que la Comunidad Autónoma de Galicia tie­
ne competencia exclusiva sobre comercio interior. con
ciertas limitaciones (arts. 38. 131 y 149.1.11 y 13 de la
Constitución).
. Frente a esta competencia autonómica. el Estado care­

ce de competencia específica e incluso el arto 26 del citado
Real Decreto 1634/1980 dice que se transfieren a Galicia
las o competencias atribuidas a los o distintos órganos de.Ia
Administración del Estado por el DecretQ 3/1976. sobre
regulación de horarjos comerciales en el ámbito territorial
de Galicia.. Dec~eto.este último. dictado en desarrollo del
Decreto-ley.6/1974.sobre Medidas Coyunturales de Polí­
tica 'Económica. Por consiguiente. al Estado no le corres"
'ponde ninguna competencia-específica sóbre comercio
intérior.aexcepción de precios ydefensa"de-la'compe­
tencia (perQno horarios comerciales).Tampoco le'corre&-.
pandea!. Esta~o.competencia atgunasobre,las bases·d~I•.

económica general y la política monetaria del Estado, en
) \. los términos de lo dispuesto en los arts. 38 y 131 Yen los
1- núms. 11 y 13 del apartado 1 del arto 149 de la Consti­

tución. Estos dos últimos preceptos (núms. 11 y 13 del
, i arto 149.1), así como el apartado 1 del mismo artículo
;~ i constitucional, han sido aquí vulnerados por el legislador

autonómico. ya que el Real Decreto-Iey 2/1985 es el con-
creto instrumento normativo mediante el que el Estado ha

3 plasmado aquellas bases y la ordenación general de la
3 economía.
¡- Los arts. 11 y 12 de la Ley impugnada contravienen

directamente el arto 5 del Real Decreto-Iey 2/1985. sobre
'1 medidas de política económica. que establece la libertad

de horarios para los locales comerciales en todo el terri­
torio del Estado. El principio de unidad (SSTC 88/1986.
44/1984. 165/1985 Y 29/1986) 'permite un amplio
ámbito de legítima competencia estatal. que puede llegar

ea cuestiones de detalle e. incluso. de ejecución. principió
'1 de unidad que constituye. también, un auténtico horizonte
3 hermenéutico de los preceptos constitucionales. no sólo
3 para los arts. 131.1. 139.2 y 138.2 C.E.• sino para la dis­
J tribución de competencias económicas entre el Estado y
r las Comunidades Autónomas (se cita. a este respecto. las

SSTC29/1986. 71/1982 y 179/1985).
. b) Los arts. 11 y 12 de la Ley impugnada establecen

r indudables limitaciones de la libertad de horarios estable­
l; cida'porel arto 5 del Real Decreto-Iey 2/1985. Entre aque-

llas disposiciones autonómicas y el citado arto 5 hay una
1- contradicción que parece insalvable. pues frente a un
'. principio general de libertad se establece otro contrario
.• de limitación. La unidad del orden económico nacional
Zy la igualdad de condiciones básicas para el ejercicio de
1- la aCtividad económica ha sido concretamente estable-

cida. para algunos aspectos. por una norma específica:
el Real Decreto-Iey 2/1985. Las condiciones básicas del
ejercicio de la actividad económica han sido ya delimi­
tadas por el legisl~dofcompetentey a través del cauce
idóneo para ello. lo que permite completar la abstracta
formulación de la STC 88/1986 con un concreto apoyo
en la competencia estatal ejercitada. al amparo no sólo
pel genéricoart. 149.:LLo. sino del má.s concreto

l_flrt.149~1.13ydel propio E.AG.• que subordma expresa­
i- mente la materia .de cccomercio interioP) y ccdefensa del
~ Fonsumidor)) a la. ordenación de la a~tividad económic~
s p.. e.neral (a. rt...3.0.1.4). y la comopetencla estatal que aquf
3 ~einvoca permite incluso regulaciones de detalle. Tan

patente como la contradición advertida es el encuadra-
'1 miento de la norma estatal en la regulación de la econo­

[nía general. habiéndose producido una ccocupación del
campo)) por el legislador del Estado.
1, La única doda que sobre todo ello puede existir es la

:1 'xpresión ccsinperjuicio de las competencias delas Comu­
:1 ,idades Autónomas)). que recoge el arto 5 del Real Decre­
~ p-ley. pues el principio de libertad es claro y preciS\)o inclu­
. yendo laceventa y distribución)). el cehorario de apertura y
: cierre))y los ccdías y números de horas de la actividad sema­
) nal)). La condición de norma básica del Decreto-Iey viene
;_ ~xpresamente recogida en su Preámbulo. que también se
;_ "efiere a la condición de aquél como orqenación e.conó-

ica material. La forma estatal es. en o este extremo y en
_ . conjunto. una medida. de forma que el arto 5 no es sepa­

áble del resto del Decreto-Iey. cuyo fin unitario es cepoten­
iar la demanda interna)). No se niega. por ello. la com­
etencia .autonómica. plena e il)dudable. pero se afirma

lUe su ejercicio ha der:espetar.siempre las medidas esta­
- les que en un determinado momentopuedan existir. de
1 cuerdo con. el~ carácter concurrente de estas compete":' .
1- ¡as (STC'29/1986). ~'. 'i .:'.~ o.. o o oo' • o'' o

\"-:Sejmpugría·también~,porconexiórí. el art.44.3;<en
antocónsidera como infracción ccelincumpliniierito de
~normas'rE}Jativa,saho.rari6s comerciales previstos en"siu-ts.:1J y 12)).:, . o .,•••••,.. 00 o o ...' o
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comercio interior. sino sobre la actividad económica ge-
neral. .

Tras citar la STC 52/1988. se concluye señalando que
la competencia de ordenación del comercio interior en la
Comunidad Autónoma de Galicia no interfiere ni vulnera
los límites constitucionales que atañen a la legislación
básica de regulación y ejercicio de .Ios operadores econí­
micos. O a la libertad de empresa proclamada en el arto 38
de la Constitución. ni a la garantía de la uniformidad de
las condiciones de vida. La Comunidad Autónoma de Gali­
cia ha actuado en el marco de su título competencial de.
comercio interior. sin que le afecten los límites o restric­
ciones expuestos. Tampoco. según se indica en el apar­
tado siguiente. se halla afectada la competencia estatal del
arto 149.1.11 ni la que consagra el arto 149.1.13. ambos
de la Constitución.

b) La confrontación entre la Ley autonómica y el Real
Decreto-Iey 2/1985 no se puede hacer sobre la base de
la teoría de la «preención» u ocupación del terreno por una
norma federal. como parece alegarseen la demanda. El
citado Real Decreto-Iey no es norma básica pues. frente
a lo que la demanda dice. no trata el mismo dedelimitar
las condiciones básicas para el ejercicio de la actividad
económicas pues no todas las Comunidades Autónomas
han asumido idénticas competencias en materia de
comercio interior. No se puede entender como básica una
norma que, como el arto 5 del Real Decreto-Iey, genera la
«ambigüedad permanente» y la «incertidumbre» para las
Co'munidades Autónomas, en expresiones de la

.STC 69/1988. Es evidentemente correcta la duda que
asalta al Abogado del Estado cuando alude el párrafo final
ccsinperjuicio de las competencias de las Comunidades
Autónomas en los términos que establezcan sus respec­
tivos Estatutos de Autonomía)). No puede afirmarse la con­
dición de básica de una norma dictada en materia «comer­
cio interior)), en la que el Estado carece de base y que tam~

poco constituye norma básica de ordenación económica,
y ello en atención a las siguientes consideraciones:.1) la
norma no se define como básica, antes bien. establece un
«sin perjuicio)) incompatible con tal calificación; 2) la expo­
siCión de motivos del 'Real Decreto-ley fundamenta la
implantación de la libertad dé horarjos en sendos criterios
de libertad'de empresa y fijación denormativa básica para
el ejercicio de la actividad comerCial. fundamentaCiones
que carecen de carácter habilitante, en cuanto la norma­
tiva básica no puede agotar'el contenido de la materia, lo
que se produciría de igualar a todas las Comunidades en
este punto, sabiendo que existen diversos techos compe­
tenciales. observándose~ junto a ello, que el Real Decre­
to-Iey carece de soporte' constitucional para una regul~

ción de esta naturaleza, por violación del arto 86.1 de la
Constitución; 3) la materia de horarios comerciales no se
puede subsumir en el título estatal de ordenación de la
econon1ía, cómo se'deduce del antecedente del Decreto
de traspasos citado y porque, en definitiva, esta materia
ya está contemplada, sin el carácter material de básica,
en el Decreto-Iey de 1974 y en el Real Decreto-Iey de
1985, como protección de los consumidores (se observa,

1 junto a ello, que en Galicia el orto y el ocaso no coinciden
l··en los horarios convencionales, con los de Barcelona o
i Madrid, por ejemplo); 4)la mera utilización formal de una
, ley-medida careciendo del contenido funCional de la com-

petencia no opera válidamente, de ahíque, correctamente,
se haya excluido de tal medida a las Comunidades Autó­
nomas que, con arreg lo a sus Estatutos, tienen competen­
cia~n la materia.. Los horarios 'comerciales: no' pueden
entenderse. comprendidos en la' sectorial competencia
estatal. del comercio interior, ni pueden' incardinarse en la
regulación de las condieiónes básicas del art. 149.1~10
en las bases dé los'arts, 149:.L11Y13 de la Constitución.
SI las bases cOIJstitúyénuffcOinún denominador norma-

'tiVo;',los heiraríos comerciales~"p(if'SU propia significación

y convencionalidad. no pueden entenderse como una «re­
gulación básica». de ahí que el «sin perjuicio)) del arto 5 del
Real Decreto-ley significa que sus normas no son básicas.
sino que afectarán al Estado y a todas aquellas Comuni­
dades que tan sólo han asumido competencias de ejecu­
ción. A disipar toda duda viene la Orden de 31 de julio
de 1985; que se autotitula «autointerpretativan del repe­
tido arto 5. Orden que señala que el principio de libertad
de horarios aparece atemperado por «el respeto de las
competencias de las Comunidades Autónomas»; 5) junto
a la citada Orden ministerial, se cita una diversidad de dis­
posiciones autonómicas relativas a horarios comerciales
que no han sido objeto de impugnación por el Estado.

No cabe olvidar la proClamada admisión de una plu­
ralidad o diversidad de intervenciones de los poderes auto­
nómicos en el campo económico., Ello significa que la regu­
lación económica se realice dentro del ámbito competen­
cial autonómico y resulte proporcionada al objeto espe­
cífico que se persigue. La Ley gallega mantiene, ciertamen­
te, un régimen distinto al estatal. pero la innovación no
va másallá de lo que necesariamente requieren sus estruc­
turas comerciales y los usuarios: el.conteni(jo del arto 11.1'
no difiere sustancialmente del de los arts. 3 y 4 delDecteto
de 9 de enero de 1976

1
recogido exp'resarnenté en el Real

Decreto de transferencias. Por otra ,parte. la excepciona­
lidad contenida en el, arto 11.2 viene dada por la pr.opia
excepcionalidad de los establecimientos afectados, lo que
entra también en el ámbito de competencia del arto 30.1 A
EAG. Por lo que atañe, en fin. al'art. 12, el precepto tiene
en cuenta las peculiaridades sectoriales' y locales, las exi­
gencias derivadas dela densid~dy'distribución de la pobla­
ción, sus hábitos de compra, jornada' de trabajo y otros,
criterios que se citan. En cuanto al arto 44.3, si la titularidad'
competencial autonómica es correcta, como así se afirma,
también lo es, por conexión. esta potestad sancionadora.

c) Considera, a continuación,.Ia representación de la
Junta la impugnación de los preceptos relativos él los requi­
sitos temporales de determinadas modalidades de ventas.
Se sostiene quetales disposiciones, además de ampararse
en la competencia autonómica sobre comercio interior y
protección de los consumidores (art. 30.1.4 E.A.G.), ho vul­
nera ni el principio de libertad de empresa ni la legislación
sobre defensa'de la competencia. .

Se considera, en primer lugar, ló relativo a la legislación
sobre defensa de la competencia. En esta rama del orde­
namiento se ha de distinguir entre dos grandes sectores
normativos, que son, en primer lugar, las normas protec­
toras de la libre competencia y, junto a ellas, el Derecho,
de la competencia desleal. Pues bien, la titularidad estatal
en materia de legislación sobre la defensa de la compe- .
tencia se circunscribe al Derecho de la Iibre.competencia
y no se extiende al de la competencia desleal, sector, este
último, que, por su más estrecha interrelación con los títu­
los competenciales del comercio interior y la protección
de los consumidores. permanece abierto a la actuación de
los poderes autonómicos, e incluso locales, dentro del mar­
co de la política económica general del Estado. Por ello,
con base en el arto 30.1.4 del E.A.G. la Comunidad Autó­
noma puédeintervenir en el ámbito económico de la dis~ .
tribución comercial para que no se produzcan" actos de 1

competencia desleal, siempre que su intervención sea pro- ~

porcionada al fin' perseguido y se respete el principio de
igualdad básica entre todos losespañole.s, condiciones,
todas ellas, cumplidas por la Ley 10/1988. La tesis sobre
la incompetenciadél Estado en materiadecompetenci¡;l
desleatviene también apoyada porel hecho de quevarios
Estatutos de Atitonomía "(entre ellOs el de Galicia,"eh su
art. 27.31 ) atribuyan competencia. a la respectiva Comlf
nidad 'Autónoma' eri .materia· de publicidad;'maleria: que
e'ncaja'eri' el'sector de 'lacompetencia:desleal:'EStaspre-'
visiones'estatútariás han sido objeto- del desarrollo'legis:
lativo que se cita. Sé' concluyó, en cuanto a este:punto'l
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que la STC 88/1986 no sería del todo ajena, en su fun­
damento jurídico 4.°, a la tesis sostenida.

El principio de libertad de empresa, no se ve atacado,
sino respaldado, por las normas que integran el Derecho
de la libre competencia y el de la competencia desleal. El
principio de libertad de empresa puede ser objeto de res-

'j' tricciones Y, modulaciones. diversas. siempre que se res­
pete la unidad de mercado Yla igualdad básica de los espa­
ñoles..

1 Por último. Y en lo que se refiere a la necesaria pro­
'1· tección de los consumidores en las ventas especiales. se
, destaca que la Ley 10/1988 tiene la virtualidad de pro­
Iteger tales legítimos intereses. consistentes en la planifl­
Icación de sus estrategi~s de compra ante prácticas comer­
o ciales de arraigada tradición. Aun en el no esperado
i supuesto de que elTribunal considerara que la legislación
¡sobre la defensa de la competencia se extiende al Derecho

de la competencial desleal. ha de convenirse que los pre­
ceptos impugnados resultan conformes con la Constitu­
ción. en la medida en que su orientación o vocación pre­
dominante. no la simple voluntad legislativa. es la protec­
ción de los consumidores. Se cita. de nuevo. la
~STC 88/1986. , , . ,

¡; Se concluye con la súplica de que se dictara Sentencia
por la que se desestimara. en su totalidad. el recurso de
inconstitucionalidad.

~:,. 6. Mediante escñto registrado en este Tribunal el día
~3 de enero de 1989 la representación del Parlamento de
I~alicié! !ormuló sus alegaciones en lós términos que a con-
ninuaclon se resumen: .
"11' . : '.. . .• ~

.~ a) La Comunidad AutónorTú" de Galida tiene compe­
tencia exclusiva en materias relativas al comercio interior
ya la defensa del consumidor (art. 30.1.4 EAG.). La mate­
tia .de comercio interior se caracteriza por su amplitud
lSTC 71/1982) .Y debe diferenciarse. con relación al
iIit 149.1 de la Constitución. de la legislación mercantil
(STC 88/1986), El límite máximo del Derecho autonómico
viene dado. según la última Sentencia citada. por la exi­
gencia de que a través de las normas autonómicas no se
produzca un novumen el contenido contractUal O. en otros
~rminos.que no $eintroduzcan derechos ni obligaciones
tln el marco de las relaciones contractuales pñvadas.
~. b) La competencia exclusiva de la Comunidad Autó­
IlOmica en materia de comercio interior se hade desarro­
lar en elmarco de la Constitución económica (art. 30 del
~.A.G.) y sin perjuicio de la política general de precios y
~e la legislación sobre defensa de la,competencia. Pero
el Abogado del Estado subordina esta competencia auto­
I)Ómica a lo previsto en los apartados 11 . Y 13 del
iP1. 149.1 de la Constitución. vaciándola, totalmente de
'S,ontenido. Se apoya para ello en el, Real Decre­
4Hey 2/1985 y en los conceptos de libertad de empresa.
~fensa d~ la competencia. unidad de mercado e igualdad
~n las condiciones básicas del mercado.
r Ahora biÉm. unidad de mercado no supone. en abso­
~to.· centralismo jurídico. a cuyo efecto es de tener en
;uenta la STC 88/1986. En lo que se refiere. de otra parte.
,la igualdad y a las condiciones básicas del mercado. la
l,.eelman,da, pretende deducir de lo. dispues,to ,en el
Itt. lA9.1.1 de la Constitución el alcance y contenido de
1\ que ha de entenderse por igualdad de todos los esp&
I9les y por igualdad en la unidad de·mercado, pero ello
~,contrañ()a la propiad~nadel IñbunalConstitucio-
~," .qU~ ~,aofrec,ido, una,i,nt"erp,r,~,~,, 'ón d,e, ,la" igualdad muy:
l~jada: ~'" ~u.eJemental. conceptodite~l.. También. el
rt30"1~4EAG [ec()nocaJa-exclusivacompetencia auto­
, " ~c::a,sin perjuici9 de; la legislación sobr:edefensade'la
mpetencia~definidaporJa.STC,7-1/1982 como toda-Ia
ISlaclón oñen~aa 'la,defeñSá de. JaJibertéld decóÍll-,
t~nga~iar:tttllapr.e~en~i9riY"~Os!-i~~lél.represw~
las~i~acion~squ~ constituyan obstáculoscrea~po.... ,

decisiones empresariales para el desarrollo de la compe­
tencia en el mercado.

cl Se alega. a continuación, en defensa de la cons­
titucionalidad de los arts. 11 Y 12 de la Ley impugnada.
La amplitud conceptual del comercio interior. el respeto
a la unidad del mercado dentro del pluralismo Ya las con­
diciones básicas del mercado dentro del respeto a la
igualdad de trato Yel respeto a la competencia mercantil
justifican -se dice-Ia capacidad del Parlamento de Gali­
cia para fijar horarios comerciales. Existen también razo­
nes específicas para este ejercicio de la propia compe­
tencia. Así. el Real Decreto-:ley 2/1985 establece. en· su
arto 5. la libertad de horario de los locales comerciales
«sin perjuicio de las competencias de las Comunidades
Autónomas en los términos que establezcan sus respec­
tivos Estatutos» ves de notar que el articulado de este
Real Decreto-Iey no dice que el mismo sea norma básica.
calificación que sólo aparece en su Preámbulo. en el que.
simultáneamente. se insiste enla reserva de las compe­
tencias autonómicas utilizando la típica expresión «sin
perjuicio». Esta cláusula «sin perjuicio» se explica a la vis­
ta de que las Comunidades Autónomas han adoptado
diversos criterios con respecto a la asunción del comer­
cio interior como materia propia en sus Estatutos. pues
algunas Comunidades -Galicia entre ellas- la han asu­
mido como competencia exClusiva. en tanto que otras
han recabado sólo el desarrollo legislativo o la compe­
tencia de ejecución. El art. 5 prevé las dos situaciones
Y las regula de distinto modo: por un lado. la medida se
extiende a las Comunidades Autónomas desegundo gra­
do; por otro.s~ respeta el régim~ncompetencial de aque­
llas Comunidades Autónomas que tienen competencia
en comercio interior y para la defensa de los consum~
dores y usuarios..Desde el punto de :vista de. su espíritu
y finalidad. no existen razones que justifiquenuna medi­
da de uniformidad legislativa y cabe señalar las razones
de quienes.creen. con basecientífiéa. que la apertura
continuada de empresas mercanti.les crea hábitos yespí­
ritu de consumismo.. Se citan. a eS,te respecto. los
arts.39.1 y 43.3 de la Constitución. '
. En todo caso~ la sola manifestación del Preámbulo no
es bastante para que la norma merezca ser considerada
básica (se citan las SSTC 48/1988'Y 49/1988). La fina­
lidad del Real DecretoJey es meramente coyuntural. Yesa
coyuntura ha. cambiado totalmente. señalándose que la
entrada de España en la CEE ha hecho innecesario el
esquema de medidas que con, urgente y extraordinaria
necesidad se establecieron en esta norma. Se reitera. tras
ello. el sentido de la c1áusula«sin perjuicio» del art. 5. que
no tiene otro límite que el de la asunción estatutaria de
competencias y cuyo alcance no debe ser. por ello. res­
tringido. Por lo demás. el establecimiento por el Estado de
las bases no puede llevar al vaciado de la correlativa com­
petencia autonómica. Tampoco es aplicable la noción de
medida a esta situación concreta para limitar la compe­
tencia de la Comunidad Autónoma. pues aquella noción
se refiere a la planificación y a aspectos de carácter global.
no a disposicionesconcretasy coyunturalescomo las reco­
gidas en este Real Decreto-ley~

d} En lo que se refiere a la impugnación de los
arts. 15.4 y 16.4y21.2 e} de la ley 10/1988 se observa.
además de loya expuesto. elcaráeter excepcional que tie­
nen las ventas en rebajas. de saldo y de promoción. cuya
proliferación distorsiona eLmercacjo.,hace :impOsible I~
competencia y, produce Jndefensioo ,al,consumidor., La
ComunidadAutónoma.~eGalicia'es.competente enmate­
ria de defensa clel consumidory es natural que intervenga
con el fin de evitar que en uso desmedidod~estastécnicas
de venta pueda coger desprevenido:al consumidor.,sin la
información que puedetene.. eolas condicionesgenerales
del mercado. la ley gallegaJijaunostérminos.pruden~ .
les él estos efectos. sin,limitar./a,actividad:comer'cial: eada. . .. .. ~ ... , ....• - .,... .._..... ." .." _... - - '-'.. .

.'
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comerciante puede efectuar la venta cuando lo tenga por
conveniente. Aquí lo que prima es la relación entre el
comerciante y el usuario, tratando de establecer una serie
de garantías al consumidor mediante la periodificación de
dicha actividad excepcional.

Se concluyó con la súplica de que se dictara sentencii)
por la que se desestimara, en su integridad, el recurso de
inconstitucionalidad.

7. Por providencia de 8 de marzo de 1989, la Sec­
ción Cuarta acordó oír a las partes para que, en el plazo
común de cinco días. expusieran lo que estimasen proce­
dente acerca del mantenimiento o levantamiento de la sus­
pensión acordada. Deducidas las correspondientes alega­
ciones, el Pleno dictó Auto de 18 de abril de 1989 por
el que se acordó levantarla suspensión de la vigencia y
aplicación de los arts. 11, 12 Y 44.3 Y mantener la sus­
pensión de la vigencia y aplicaCión de los arts. 15.4, 16.4
Y 21.2 c), todos ellos de la Ley 10/1988.

8. Por providencia de 7 de junio de 1993 se señaló
para deliberación y votación del recurso el día 9 siguiente.

11. fundamentos jurídicos

1. Se dirige este recurso, en primer lugar, contra los
arts. 11 y 12 de la Ley 10/1988, del Parlamento de Gali­
cia,de Ordenación del Comercio, preceptos que se inser­
tan en el Capítulo Quinto de la Ley ('IHorarios Comercia­
les))) y cuyo contenido, conviene reproducir .aquí:

El arto 11 dispone lo siguiente: .
111. El ejercicio de la actividad comercial. dentro

del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de
Galicia, se desarrollará entre las 8.00 y las 22,00 ho­
ras, con un máximo semanal de sesenta horas, sin
que ello pueda perjudicar los derechos reconocidos
al trabajador por la legislación laboral vigente.

2. No' se aplicará ló dispuesto en el apartado
anterior en lo referente al horario de apertura y núme­
ro de horas semanales a los establecimientos de ven­
ta de prensa, carburantes y confiterías, ni tampoco
a los instalados en las estaciones marítimas, de ferro­
carril, de autobuses o aeropuertos. Tampoco se apli­
cará a las farmacias ni a otros establecimientos en
los que el régimen de apertura provenga de obliga­
cion legal o reglamentaria específica. En ningún caso
se podrán expender, fuera del horario general, otros
artículos que aquellos que justifiquen la excepciona­
lidad.

3. Reglamentariamente se fijará un horario
mínimo de coincidencia de mañana y tarde.))

El arto 12, de otra parte, establece que:
«1. Los domingos y festivos se consideran inhá­

biles. No obstante, la Xunta de Galicia podrá autorizar
anualmente la apertura de hasta un total de tres días,
domingos o festivos, previa solicitud de las asocia­
ciones de comerciantes, en la forma que reglamen­
tariamente se determine.

l
2. Los' establecimientos ubicados en localida-

/' '. des en qUe se celebren tradicionalmente feriás y mer-
cados de marcado' carácter agropecuario podrán
abrir aquellosdomingosy festivos que coincidan con
tales celebraciones. . .

, Asimismo, con excepción. podrán abrir los esta­
blecimientos minoristas del sector de la alimentación

'".. , durante Ja·mañana del primer día 'festivo~cuando
" "'coincidan dos o más festivos consecutivos.' '.

..... 3.": La Consellería de'lndústria:Comercio y Turis­
mo, excepcionalmente, podrá autorizar la ampliación

,., del horario fijadoen'el artículo anterior;en determi­
,"¡,.:nadas:-Jocalidades'ocomarcas; o en todo. el ámbito'
"~é~:·.J·de la.ComunidadAutónoma. '.', ... ¡, "C' '"'

Reglamentariamente se establecerá el procedi­
miento. plazos y demás requisitos que se habrán de
tener en cuenta por estas solicitudes.

4.. No se aplicará lo dispuesto en el punto pri­
mero a los establecimfentos de venta de prensa, car­
burantes y confiterías. ni tampoco a los instalados
en las estaciones marítimas, de ferrocarril, de auto­
buses, aeropuertos o en las localidades con pasos
fronterizos. Tampoco se aplicará a las farmacias u
otros establecimientos en los que el régimen de aper­
tura provenga de obligación legal o reglamentaria
específica. En ningún caso se podrán expender, fuera
del horario general, otros artículos que aquellos que
justifiquen la excepcionalidad.».

Así identificado el objeto de esta primera parte de la
impugnación, es aún preciso hacer, sobre este extremo.
referencia al arto 44.3 de la propia Ley 10/1988, precepto
que viene a tipificar como infracción. administrativa «el
incumplimiento <;Je las normas relativas a horarios comer­
ciales previstos en los arts. 11 y 12», y cuya inconstitucio­
nalidad por conexión se solicita en la demanda.

La fundamentación de la demandaparte -como en los
Antecedentes se expuso- de la contradicción entre los
arts. 11 y 12 de la Ley (limitativos -con excepciones
expresas o anunciadas- de los días y horas de comercio
en Galica) y lo prevenido, deotra parte, en el arto 5 del Real
Decreto-Iey 2/1985, sobre Medidas de Política Económi­
ca, que establece un régimen de libertad de horarios para
los locales comerciales.

Para el Abogado del Estado. la discrepancia así exis­
tente entre la norma estatal y las impugnadas habría veni­
do a deparar la vulneración de las competencias exclusivas
del Estado enunciadas en los núms. 1.° y 13 del arto 149.1
de la Constitución, competencias relativas, respectivame­
ne, a (<la regulación de las condiciones básicas que garan­
ticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de
los derechos y en el cumplimiento de los deberes con~­

titucionales)) y a las (Ibases y coordinación de la planifica­
ción general de la actividad económica)), normas consti­
tucionales junto a las q!Je se cita lo dispuesto en elart 30.1
del Estatuto de Autonomía de Galicia (EAG., en adelante).
de conformidad con el cual las competencias autonómicas
que'aquí pueden ser relevantes (comercio interno y defen-'
sa del consumidor y del usuario, según el número 4 de tal
precepto) deben ejercerse «de acuerdo con I~s bases y la
ordenación de la actuación económica general)) y «en los
términos de lo dispuesto en los arts. 38, 131 y 149.1.11
y 13 de la Constitución)). No se niega, pues, en la demanda
que la.Co.munidad Autónoma ostente competencia sobre
el comercio interiory tampoco se discute que la ordena­
ción de los «horarios comerciales)) pueda, en principio,
cobijarse bajo tal enunciado, pero sí se subraya que las
reglas autonómicas no pueden, en ningún caso, contrariar
las normas y medidas básicas dictadas en tal ámbito por
el Estado en ejercicio de las competencias invocadas (nú­
meros 1 y 13 del arto 149), condición de medida básica
que ostentaría, según su propio enunciado y el Preámbulo
del texto en que se inscribe, el arto 5 del Real Decre­
to-Iey 2/1985.

-las representaciones de la Comunidad Autónoma han i

invocado, de contrario, el citado arto 30.1.4 del E.A.G.• asíi:
como otros preceptos del propio Estauto (núm·s. 16 V 28
'del art 27, relativos, respectivamente, a «ferias y merc
dos interiores)) y a«centros de contratación de mercancía
y valores)));haJi citado,. junto a ello; los Reales Decreto
de' transferencias- y: de-traspasos 1634/1.980·
2276/1982 y han negado, en fin, la condición' deinorm
básica del' arto 5 del Real Decreto-Iey 2/1985, aduciendo
asil1lismo;-lasupuesta inconstitucionalidad de esta;regl
por referencia-a· lo' dispuesto en' el alt 86;1;' de la' Con
tittJción,,:,,>,''';-;,>-,,·,·,;,;;i~~,.;.,;:-;;.,...:... - -';.::.:, -",; ''''''. -'-'-, >' o,. ;',' :~_ r
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A partir de estos contrarios argumentos debemos
pasar ya a enjuiciar la constitucionalidad de los arts. 11
y 12 de la Ley 10/1988.

2. Los dos preceptos impugnados afectan -con la
salvedad, ya apuntada, de lo establecido en el inciso final
del arto 11.1- a materia que se integra, sin dificultad en
el ámbito del «comercio interior)), sobre el que la Co~u­
nidad A,utónoma de Galicia ostenta competencia exclusi­
va, segun el arto 30.1.4 de su Estatuto y en los términos
y con los límites allí establecidos. Importa precisarlo así
para de~cartar, ya desde el principio, la pertinencia de otras
invocaCiones competencia les también hechas por las
r~presentaci0!1es de Gali~ia, pu.es, en efecto, esta regula­
clan de horarios comerCiales ninguna relación guarda ni
con las .«ferias y mercados interiores)) (art. 27.16 E.A.G.)
-:aludidós, pero n~ regulado~, en el arto 12.2 de la Ley­
ni, con mayor claridad todavla, con lo relativo a «centros
de contratación de mercancías y valores» (núm. 28 del
citado arto 27).

Una regulación, como la aquí impugnada, relativa a
cuestion~s !nclu}das, ciertamente, .en el ámbito propio del
«comercIo Interl~r)), no puede dejar de atemperarse, de
acuerdo .a lo previsto en el arto '30.1.4 E.A.G., a la disciplina
e~tablecl~apor el E~tado en el ejercicio de sus competen­
cias propias, pues solo encantes será dable reconocer que
la autonómica se ha actualizado en el respeto a su marco
delimitador propio, constitucional y estatutario. El recor­
datorio de esta muy reiterada doctrina constitucional nos
lleva ya, en el presente caso, a remitirnos a lo declarado
por ~ste Tribunal en la muy reciente STC 225/1993, reso­
lutoria de los recursos Vcuestiones de inconstitucionalidad
planteados, con fundamentación en parte análoga a la
actual, contra un precepto de lev semejante, también, a
los que. ahora se impugnan (art. 9 de la Lev de las Cortes
ValenCianas 8/1986, de Ordenación del Comercio V
Superficies Comerciales).

Sin perjuicio de esta remisión general a lo declarado
en dicha Sentencia. conviene aquí reseñar. muy sucinta­
mente. que en sus fundamentos jurídicos se ha declarado
que las medidas contenidas en el Real Decre­
to-Iev 2/1985 'persiguen; en su conjunto. un objetivo de
política económica que inspira también específicamente
la concreta medida sobre libertad de horarios comerciales
del arto 5.1. el cu~1 tiene. ~in d.~da. uncarácterbá~ico V
alcanza. por lo mismo. aphcablhdad en todo el territorio
del Estado. aunque ello implique la consiguiente reducción
de las competencias normativas asumidas por las Comu­
nidades Autónomas 'en materia de comercio interior [fun­
~ame~to jurídico 3.° d)], reducción que. visto el alcance
hberahzador odesregulador del repetido arto 5.1. cierta­
'"!lente no deja margen para ulteriores desarrollos legisla­
tiVOS a cargo de cada una de las Comunidades Autónomas
[fundamento jurídico 4.°). También se afirma en dicha Sen- .
tencia que no cabe tachar de ilegítimo el empleo a estos
efectos. del instrumento que es el Decreto-Iev (art. 86 de
la Constitución). Estas conclusiones dieron como resulta­
do q~e la Sentencia apreciara la incompatibilidad' entre la'
medida estatal de libertad de horarios comerciales V la
regulación autonó~ica entonces enjuiciada. lo que llevó
a la declaración de inconstitucionalidad de esta última en
tanto la misma contrariaba, efectivamente. aquel régimen'
de libertad.

Partiendo de esas consideraciones acerca del art~ 5.1
del Real Decreto-Iev 2/1985 V de su carácter básico
hem<?s de apreciar si aplicada esa doctrina a los precepto~
aquí Impugnados. hemos de llegara la misma conclusión
,de incompatibilidad entre la medida estatal Vla regulación
~autonómlca. .' .... .

~~' : "3: ui respuesta no pu~de ser sino positi'v~ pu~s. 'en
~efecto. los arts. 11 y 12 de la LeV,10/1988 hanNenido
ra'establecer un régimen de limitación V de interyención¡ . .. '.

a~r:ninistrativoe~ cuanto.a.días y h?r~s hábiles para el ejer­
CICIO del comercIo en Gahcla que, SI bien se incardina ratio­
ne materiae, en el ámbito genérico de la «ordenaciÓn del
comercio)) ex arto 30.1.4 del E.A.G., ha incurrido en con­
tradicción patente con la medida liberalizadora introduci­
da, con anterioridad a la adopción de estas normas, por
el arto 5.1 del Real Decreto-Iev 2/1985, disposición ésta
en la q~e, según lo dicho en el fundamento que antecede.
se contiene una medida que se ha de tener por básica con
arreglo a lo establecido en los arts. 149.1.13 de la Cons­
titución V30.1 del EAG., precepto este último que -según
V? res~ña~os:- condiciona el ejercicio de las competen­
cias alh atribUidas (la relativa al «comercio interion), entre
otras) al respeto de «las bases V la ordenación de la actua­
ción económic~ genera!» Ven los términos -añade el pre­
c~pto- de lo dispuesto, por lo que importa ahora, en el
Citado arto 149.1.13 de la Norma fundamental. Conclusión
~e incons~itucionalidad tan clara no puede quedar empa­
nada, en fin, por las argumentaciones expuestas, en defen­
sa de estos preceptos, por las representaciones de la
C.o~unidad Autónoma, arg':lmentacio~esa las que es pre­
CISO dar respuesta con las mismas conSideraciones hechas
en la STC 225(1993, resumidas en.el fundamento que
antecede VaqUl trasladables en un todo. La argumentación
especifica -no invocada en aquel proceso- de que la regla
estatal aquí reconocida como básica (art. 5.1 del Real
Decreto-Iev 2/1985) habría ·perdido. hoy su fundamento
o razón de ser no puede llevar. como bien se comprende
? ~esyirt.~ar esta c:onc:lusió,:!. pues no corresponde a I~

. Junsdlcclo.~constltuclonal. ciertamente, pronunciarse
sobre la utlhdad u oportunidad de las disposiciones legales
V sí ~ólo sobre su a~omodación a la Constitución V a las
de'!las normas que Integran el bloque de la constitucio­
nahdad. El Decreto-Iev es fuente apta para el ejercicio de
las competencias estatales ex arto 149.1 (SSTC29/1986
V 177/1990) V aunque la existencia efectiva de su pre­
supuesto habilitante puede se'r enjuiciada cuando así se
impugna (SSTC 29/1982. 6/1983 V 29/1986) no cabe
confundir tal hipotética tacha con la que aquí se ha arti­
culado por el Parlamento de Galicia. relativa tan sólo. como
decimos. a la mera pérdida sobrevenida de sentido de la
norma en razón de un aducido cambio de circunstancias
socio-económicas 'que corresponde apreciar al legislador
no a este Tribunal.' •

Cuanto antecede lleva, así, a la declaración de incons­
tituciona,lidad de los arts: 11 V 12 de la Lev 10/1988.
declaraCión que ha de afectar. también. al inciso final del
núm. 1 del primero de dichos artículos. pasaje en el cual
se advierte que la limitación de horarios comerciales allí
establecida no ha de «perjudicar los derechos reconocidos
al trabajador por la legislación laboral vigente)) dada su
conexión con el ~esto de los preceptos, una vez que la nor­
ma en la que se Inserta V de la que depende ha sido toda
ella declarada inconstitucional.
. Por ~as ~ismas razo.nes ha de declararse parCialmente
inconstitucional lo dispuesto 'en . el art.44.3 de la
Le:V 10/1988 que tipifica como infracción «el incumpli­
~Iento de las normas relativas a horarios comerciales pre­
vistas en los arts.. 11 V 12)). Siendo cierta la conexión de
inconstitucionalidad apreciable de la mención expresa de
los arts. 11 V 12 V el vicio que a este último afecta. no lo ­
es menos que .suprimida por inválida.tal remisión, la regla
legal no es obJetable en lo que se refiere a la calificación
como infracción administrativa de otros eventuales incum­
plimientos de <<normas relativas a horarios comerciales...
Poreno.· la d~cl~ración de .. incon.s~i~uci()nalidad·· por
coneXlon ha de hmltar$e sóloa la reinlslonque'el ar.t. 44.3
hace a los arts. 11 V~ 1.2 de la propia Lev.,', '.

.;., 4~'EI ot;o gru~b-:d"e:pre~~Pt~s'i;':¡~~gnádbSVi~ne
constltuido:p~r_lo~<arts.,15.4.;16A~y,2,1.2c},. de I~
Ley 10/1988. InclUldos;todQs.ellos. en éhTítulo 11I (fe este

• '. ,_,' .. " .' ,.'.. .'_ .~ '- ' _ ,.... ',' ',: •• : .• : .. :', ~-" ... , ;.... ~ : .,) .: "d
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texto legal ((Modalidades especiales de venta»). ,Estable­
cen estas tres normas otros tantos límites temporales para
la realización de específicas ofertas comerciales (ventas
en rebajas. de saldos y de promoción) ya mediante la impo­
sición de determinados lapsos de tiempo entre la verifi­
cación de varias del mismo tipo ya. en otro caso. a través
del señalamiento de la duración. mínima y máxima. de la
oferta. Del primer tipo son los.límites establecidos en los
arts. 15.4y 16.4. que disponen. respectivamente. que «en­
tre la finalización de un período de rebajas y el comienzo
de otro nuevo deben transcurrir por lo menos ciento treinta
y cinco días naturales)) y que «entre la fihalización de un
período de saldos y el comienzo de otro nuevo deben trans­
currir al menos seis meses)). Con un criterio diferente. el
arto 21.2 c) establece que en el anuncio de una venta en
promoción habrá de fijarse con claridad. entre otros extre­
mos. «c) El período de vigencia de la promoción. que no
podrá ser inferior a dos días consecutivos ni superior a
treinta días)).

La demanda afirma la inconstitucionalidad de estas
tres reglas con una argumentación básicamente unitaria:
todas ellas afectarían al régimen de defensa de la com­
petencia. regulación ésta que. de conformidad con lo
declarado en la STC 88/1986 y con lo establecido en el
propio EA.G.• sería ajena al ámbito competencial de la
Comunidad Autónoma (es de notar que. en efecto, el ya
citado arto 30.1.4 del EA.G. atribuye competencia exclu­
siva a la Comunidad Autónoma en orden al comercio inte­
rior y a la defensa del consumidor «sin perjuicio... de la
legislación sobre la defensa de la competencia»). Las
representaciones de la Comunidad Autónoma han defen­
dido estas normas invocando la propia competencia sobre
«comercio interior)) y sobre «protección de los consumi­
dores y usuarios)) y negando. junto a ello. que corresponda
al Estado la regulación relativa a la «competencia desleal))
entre empresas. aspecto éste que sería el disciplinado por
los preceptos impugnadosy que habría de distinguirse. por
lo tanto. de la defensa, de la libre competencia en sentido
estricto; ordenable sólo por el Estado: Se quiere reforzar
este argumento con la cita del arto 27.31 del EAG.• por
el que se atribuye competencia a la Comunidad Autónoma
sobre «publicidad. sin perjuicio de las normas dictadas por
el Estado para sectores y medios específicos».

Para situar con claridad el marco de esta controversia
es preciso afirmar. ya desde el principio. que las normas
estatutarias relativas a la «publicidad)) y al «comercio inte­
rior)) (arts. 27.31 y 30.1.4 del EAG.) no han de dar criterio
para su resolución pues. sin perjuicio de otras considera­
ciones posibles. la conformidad al bloque de constitucio­
nalidad de las reglas que se,dicen viciadas de incompe­
tencia ha de ser siempre medida a la luz de las normas
competenciales más directa y precisamente afectantes a
la materia objeto de regulación. condición que aquí no pre­
sentan. sin duda. aquellas reglas y sí, por el contrario. los
preceptos estatutarios relativos a la defensa de la campe- '
tencia y a la defensa. también. de consumidores y usuarios
(art. 30.1.4 del EA.G.). Lo que hemos de determinar es.
por ello. si los preceptos impugnados se incardinan 'en la

jidegislación sobr~ la defensa de lacompetencia)). de exclu­f siva titularidad estatal, o. por el contrario. en el ámbito de
" la «defensa del consumidor y del usuario)). supuesto en '

el cual no sería aceptable el reproche de inconstituciona­
Iidad expuesto en la d~nianda.

,.. 5; Este Tribunal ha tenido ya ocasión de referirse a
las dificultade~ existentes para deslindar; ante una regu­
lación concreta, lo que sea propio del ámbito «defensa de
los consumidores» y lo qúe corresponda. más, bien. a la
«defen~~ de lac.ompet~ncia~)(STC 88/1986.fundamento
jürí~ié:ó4.0)~dific::Ult~id~s·gu~;perf.vá!1.Eln parte. del propio
~9.I),CE3pt()<~de.!~~"~~,c;te,lo~cons'::'lJlldores))«~amplio y d~
contornos ImpreCIsoS)): SSTC 7171.982. fundamento jUrl-

dico 1.° y 15/1989. fundamento jurídico 1.°) y también
-ya en el ámbito que aquí más importa- del hecho de
que ambas categorías -defensa de la competencia y
defensa de los consumidores- remiten a otros tantos «as­
pectos de la ordenación del mercado», hasta el extremo
de que. con frecuencia, «las medidas protectoras de la libre
competencial funcionen también como garantía de los
consumidores» y de que asimismo «medidas adoptadas
para la protección de éstos no dejan de tener incidencia
en el desarrollo de la libre competencia» (STC 88/1986.
fundamento jurídico 4.°). La relación entre uno y otro título
competencial no es tanta; sin embargo. que no consienta
su definición respectiva -ppr lo demás inexcusable-. y así
dijimos en la última Sentencia citada que la defensa de
la competencia «se refiere a la regulación de la situación
recíproca de las empresas productoras o distribuidoras en
el mercado. en el plano horizontal. en cuanto que los suje­
tos a considerar. es decir las empresas. compiten en una
situación que se quiere de igualdad en el mercado» y aña­
dimos. en esa misma resolución. que la defensa de los con­
sumidores «hace referencia a una situación distinta. en tan­
to que el consumidor aparece como destinatario de unos
productos ofrecidos por las Empresas. productos cuyas
condiciones de oferta se pretenden regular protegiendo
como indica el arto 51 C.E. "Ia seguridad, la salud y los legí­
timos intereses de los consumidores")) (fundamento jurí­
dico 4.°). A efectos de la caracterización competencial de
una determinada norma lo relevante será•. en suma. aten­
der -como dijimos también entonces- al «objetivo pre­
dominante)) del precepto y comprobar, así. si el mismo inci­
de en el plano de la situación de las empresas en su actua­
ción en el mercado en relación con otras empresas o si
incide más bien en la actuación dé la empresa frente a los
consumidores.

Con arreglo a estos criterios debemos considerar aho­
ra si los, preceptos impugnados se sitúan en uno u otro
ámbito competencial, no sin antes desechar -por infun­
dada y hasta artificiosa- la diferenciación que. con rele­
vancia jurídico-constitucional. pretende establecer la
representación de la Junta de Galicia entre «defensa de
la libre competencia)) -correspondiente. reconoce. al Esta­
do-y prevención de la «competencia deslea!». normativa,
esta última. que podría -se dice- ser dictada por la Comu­
nidad Autónoma. Semejante distinción competencial
carece. en efecto. de todo apoyo en el bloque de la cons­
titucionalidad. pues incluso aceptando que pudiera dife­
renciarse la regulación sobre competencia desleal, objeto
hoy de una regulación propia (Ley 3/1991). formalmente
separada de la normativa general sobre defensa de la com­
petencia (Ley 16/1989). en uno y otro caso se trata de
una materia cuya legislación es de exclusiva titularidad
estatal.

6. Es claro. a partir de cuanto antecede. que los
arts. 15.4. 16.4 y 21.2 c) de la Ley 10/1988 afectan. de
manera predominante y directa. a lo que es propio de la
defensa de la competencia y que al adoptarlos. por con­
siguiente. ha incurrido el Par,lamento de Galicia en un noto­
rio desbordamiento competencia!. Sin perjuicio de lo que
después se dirá respecto al último de estos preceptos lega­
les. es claro que todos ellos limitan el libre ejercicio de la
actividad mercantil a través del establecimiento de un mar­
co temporal imperativo para el desarrollo de específicas
modalidades de venta y que tales medidas no pueden
entenderse sino conio encaminadas a evitar ,que erequi­
librioy la paritaria concurrencia entre empresariQs enel
mercado queden rotos por el abúso de un tipo de ofertas
que. como .éstas.aspiran a la preferente atracción de los
consumidores. Es cierto.Junto a eUo. queJa Comunidad
Autónorh'a de G"aliciiij)uede regular. como deClaramos en
laSTC 6211991 (fundamenio jurídico 4.°); determinadas
modalidádes de'ventá'ientre ellas: por ejemplo,'las de«Sa~
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dos y liquidaciones» allí consideradas, pues así lo permite
su competencia en orden a la protección de los consumi­
dores y usuarios; pero no lo es menos que cuando dicha
reglamentación afecta al régimen de competencia entre los
ofertantes y aspira, como aquí ocurre, a prevenir o evitar el
excesivo recurso a este tipo de ventas especiales, las normas
correspondientes no tienen otro encaje competencial que
el de la propia defensa de la competencia, con la consecuen­
cia de que su adopción, en mérito de lo dispuesto en el
arto 30.1.4 del E.A.G., corresponde en exclusiva al Estado.
A idéntica conclusión llegamos, por lo demás, en las
SSTC 88/1986 Y 148/1992, resoluciones, una y otra, que
concluyeron con la anulación de normas autonómicas tam­
bién limitativas ratione temporis del recurso a modalidades
especiales de oferta mercantil similares a las reguladas en
los preceptos aquí impugnados. A lo declarado al respecto
en una y otra Sentencia debemos remitirnos ahora.

Se impone, pues, la declaración de inconstitucionali­
dad de los arts. 15.4 y 16.4 de la Ley 10/1988, declara­
ción que ha de afectar también, por iguales razones, al últi­
mo inciso del arto 21.2 c) de la misma Ley, allí donde se
dice que el período de vigencia de las ventas de promoción
«no podrá ser inferior a dos días consecutivos ni superior
a treinta días», Anulado este inciso final del precepto, nin­
gún reproche cabe hacer al enunciado con el que el mismo
se abre, esto es, a la exigencia, en protección de los con­
sumidores; de que en el anuncio de la venta en promoción
figure con claridad su «período de vigencia».

FALLO

titucionalidad núms. 1.902/91 y 1.904/91. Dada su
publicidad formal de la que gozan las Sentencias y los
Votos Particulares de este Tribunal, no es necesario repro­
ducir ahora lo que allí se dijo. Basta, pues, con remitirse
en bloque a lo que se expone en el Voto Particular citado.

Madrid, nueve de julio de mil novecientos noventa y
tres.-Firmado: Caries Viver Pi-Sunyer, Carlos de la Vega
Benayas, Vicente Gimeno Sendra, Rafael de Mendizábal
Allende.-Rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don José Gabal­
dón López a la Sentencia dictada en el recurso de incons-

titucionalidad número 1.862/88
Mi criterio en relación 'con el parecer del Tribunal que

funda esta Sentencia es el mismo, en lo aquí aplicable, que
el que he manifestado en relación con el recurso de incons­
titucionalidad núm. 418/87 y acumulados.

Madrid, nueve de julio de mil novecientos noventa y
tres.-Firmado: José Gabaldón López.-Rubricado.

20970 Sala Primera. Sentencia 229/1993, de 12 de
julio de 1993. Recurso de amparo 505/1990.
Contra Acuerdo de la Junta de Régimen yAdmi­
nistración del Centro Penitenciario de Daroca
(Zaragoza), que impuso alactor el correctivo de
tres fines de semana de aislamiento en celdas,
confirmado por el Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria. Supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: irregularidades proca­
dimentales en la tramitación de expediente
sancionador disciplinario no vulneradoras del
derecho a la defensa del recurrente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente, don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de.Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón, Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

.SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 505/90, promovido por .
don Pedro Ortega Martín, representado por la Procuradora
doña Isabel Torres Coello y defendido por la Letrada.doña
Elisa Carrillo García, designada de oficio, contra el Acuerdo
de la Junta de Régimen y Administración del Centro Peni­
tenciario de Daroca (Zaragoza), de 20 de julio de 1989
(exp. 666/89), que impuso al actor el correctivo de tres
fines de semana de aislamiento en celdas, confirmado por
el Juez de Vigilancia Penitenciaria. Ha comparecido la
Administración General del Estado, representada y defen­
dida por su Abogado. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
y ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz VillaIón,
quien expresa el parecer de la Sala. .

l.' Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 11 de octubre de
1990, previoescrit~ inicial ingresado el anterior~27 de
febrero. se 'interpuso recurso 'de amparo contra la Reso­
luciónde la Junta de Régimeny'Administracióndel Centro
Penitenciario:de' Daróca.,(Zaragóza),de ",20' de julio 'de
1989,asícomÓcontra losAutos del Juzgado de Vigilancia
Penitenciariade,fe'chas 29'de septiembre y12 dedicierñ­
brede 1989;,/5 de febtero. de 1990¡que impusierortY
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